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RECOMENDACIONES DEL FORO DE LA SOCIEDAD CIVIL 
“CONECTANDO LAS AMÉRICAS: FORTALECIENDO LAS ALIANZAS PARA LA ACCIÓN MÁS ALLÁ DE CARTAGENA”

El Foro de la Sociedad Civil “Conectando las Américas: Fortaleciendo las Alianzas para la Acción más allá de Cartagena” se realizó el 11 y 12 de abril de 2012 en el Centro Internacional de Convenciones y Exposiciones las Américas en Cartagena de Indias, Colombia, en el marco de la VI Cumbre de las Américas. 

El objetivo de dicho Foro fue crear un espacio para el intercambio de experiencias y propuestas sobre el seguimiento y acompañamiento de la implementación de los mandatos de la VI Cumbre entre los representantes de la sociedad civil y los Estados Miembros, así como las organizaciones internacionales que integran el proceso de Cumbres. El Foro contó con la participación de cerca de 200 representantes de organizaciones de la sociedad civil y actores sociales quienes presentaron las siguientes recomendaciones sobre los temas de la VI Cumbre de las Américas a los Estados Miembros de la OEA durante el Diálogo “Fortaleciendo las Alianzas para la Prosperidad: Un Diálogo entre Gobiernos y Actores Sociales” que tuvo lugar el 13 de abril de 2012. En dicho Diálogo participaron los Jefes de Estado y de Gobierno de Colombia y Bolivia, y los Ministros de Relaciones Exteriores de Argentina, Barbados, Belice, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, El Salvador, Estados Unidos, Paraguay, Perú y Uruguay, así como los Representantes Permanentes y Alternos de los Estados Miembros ante la OEA.
Tema: Acceso y uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones

Teniendo como punto de partida la exigencia a todos los Estados miembros de la OEA de:

1. Que el acceso universal a las tecnologías de la información y las comunicaciones (TICs) sea considerado una política de Estado, buscando se dé cumplimiento a los Objetivos de Desarrollo del Milenio de las Naciones Unidas, así como también a lo acordado en la Agenda de Túnez (CMSI), particularmente su artículo 50, con miras a facilitar un acceso más equitativo y eficaz para todos. 

2. Considerando que, de acuerdo al Artículo 29 de la Agenda de Túnez (CMSI), la gobernanza internacional de las TICs debe ser multilateral, transparente y democrática, y hacerse con la plena participación de los gobiernos, el sector privado, la sociedad civil y las organizaciones internacionales. 

Las organizaciones de la sociedad civil proponen y ponen a disposición sus capacidades para:

1. Garantizar el acceso, la cobertura y la utilización de las tecnologías de la información y la comunicación, para coadyuvar a la reducción de la pobreza y la igualdad, a través de potenciar la infraestructura existente en los países, a través de los centros de acceso público a las tecnologías de la información y comunicación, existentes y de nueva creación en donde se requiera, tales como: bibliotecas, centros educativos, telecentros, por medio de alianzas multisectoriales que involucren al sector público, privado, actores sociales y organismos internacionales, para generar la apropiación del modelo de incorporación a la sociedad del conocimiento y la generación de centros sostenibles, como un medio para el desarrollo humano, económico y social en las Américas. 

2. Ofrecer a la población contenidos relevantes abiertos y herramientas estratégicas y significativas a través de acciones de vinculación en donde la OEA, a través del Portal Educativo de las Américas, promueva con los gobiernos de los países miembros, el desarrollo de un Meta-Portal y comunidad de aprendizaje de contenidos y herramientas abiertas, que incluya áreas temáticas para el desarrollo de las Américas, tales como: educación, PyMES, salud, gobierno, y estratégicas para la competitividad y el desarrollo humano tales como; integración física regional, acceso y uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones, desastres, seguridad ciudadana, pobreza, desigualdad, derechos humanos y democracia. 

A través de este Meta-Portal se apoyará el proceso de consolidar y potenciar la capacidad instalada en cada país, en cuanto al acceso y utilización apropiada de las TICs, en particular en los procesos de apropiación y difusión.  Este programa debe ser soportado por una alianza entre la OEA, la sociedad civil, las universidades y otras organizaciones internacionales  como la ONU, CEPAL, etc. La comunidad virtual sostenible, conformada por contenidos abiertos, permitirá el establecimiento de redes, intercambio de conocimiento, difusión de buenas prácticas y espacios para la innovación.

3. Todos los proyectos que se desarrollen en la región vinculados con TICs deberán contener cuatro componentes  que impacten al desarrollo:

(a) infraestructura y acceso, 

(b) contenidos y servicios, 

(c) apropiación, y 

(d) comunicación y difusión.

4. Las organizaciones de la sociedad civil han desarrollado, con las comunidades beneficiarias, conocimiento, metodologías y estrategias que pueden contribuir en la reducción del tiempo requerido para incluir a las personas en la sociedad de la información y el conocimiento.

Tema: Pobreza, desigualdad e inequidad

Teniendo como punto de partida la exigencia a todos los Estados miembros de la OEA de:

1. La aprobación del Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia; 

2. Que se integre en la Declaración de la Cumbre la promoción del cooperativismo y el mutualismo en el marco del Año Internacional del Cooperativismo; 

3. Que se destaque la importancia de incluir marcos ético-valóricos y de integración e igualdad religiosa.

Las organizaciones de la sociedad civil proponen y ponen a disposición sus capacidades para:

1. La creación de un observatorio y/o veeduría social al interior de la OEA que se constituya en el espacio permanente de trabajo entre los gobiernos, sociedad civil y sector privado.  En un marco multiétnico, intereligioso,  intergeneracional, de diversidad sexual y multicultural, con pertinencia local y territorial y con particular énfasis en políticas públicas en los ámbitos del bienestar humano (educación, salud, hábitat, trabajo, medio ambiente, etc.)

2. Realización de una Cumbre Americana para la superación de la pobreza con participación del Estado, sector privado y sociedad civil, donde la sociedad civil se compromete a un trabajo permanente pre y post Cumbre de preparación y revisión de materiales, intercambio de experiencias, elaboración de informes independientes, etc.

3. Creación de un fondo regional para la superación de la pobreza que incluya recursos del Estado y del sector privado con un enfoque diferenciador étnico, con particular énfasis en la población afrodescendiente.

Tema: Seguridad ciudadana y delincuencia organizada transnacional

1. Nosotros, como actores sociales de las Américas, comprometidos con la responsabilidad histórica de defender el Sistema Interamericano y sus instituciones en el marco de la seguridad de la región sostenemos que la seguridad no es cuestión ni exclusiva ni fundamentalmente policiva o militar, es de orden social y como tal debe ser tratada.

2. Partimos de una concepción integral de seguridad que comprende dimensiones políticas, económicas, sociales, culturales y ambientales, entre otras. Su sostenibilidad se sustenta en la vigencia y protección  integral de los derechos humanos,  en el fortalecimiento de la democracia y en la superación de las graves situaciones de inequidad, exclusión y pobreza. 

3. La crítica situación de violencia e inseguridad, e incluso algunos de los desastres llamados naturales, requieren redefinir las políticas públicas con participación de la población sin discriminación por razones de orientación sexual o identidad de género, etnia, raza, religión, edad, situación de discapacidad, condición económica y social.

4. Proponemos que se reafirme la institucionalidad de la Convención, la Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos y sus informes sobre seguridad ciudadana y derechos humanos; la Carta Democrática Interamericana, las resoluciones de las Cumbres de las Américas, de las Asambleas Generales y de las sesiones de los Jefes de Estado, pilares de la construcción de estrategias de prevención de la delincuencia y de la seguridad basada en principios democráticos y en la soberanía de las naciones. 

5. Animamos a seguir trabajando en beneficio de la paz, la convivencia y el desarrollo humano que haga posible la convivencia pacífica entre los ciudadanos de las Américas y con el resto del mundo. Invocamos el Pacto de Roerich que, desde hace siete décadas, se compromete con la cultura de paz y no violencia en Latinoamérica y el Caribe.

6. El narcotráfico atraviesa toda la región y cataliza diversas formas de violencia conjuntamente con el crimen organizado. Urge evaluar los resultados de la política sobre drogas y adelantar un debate serio e informado para la adopción de estrategias más adecuadas y humanas para enfrentarlo. Dicho debate debe partir de un enfoque de responsabilidad compartida en materia de tráfico de drogas ilícitas, de personas y de armas, entre países involucrados en toda la cadena de tráfico. 

7. Vemos con preocupación la penetración del narcotráfico en las naciones centroamericanas e instamos a la solidaridad continental y caribeña para impedir el deterioro de su situación.

8. Los actores sociales de los diferentes países del continente y del Caribe presentes en la VI Cumbre expresamos nuestra preocupación por la persistencia del conflicto armado interno en Colombia, manifestamos nuestra solidaridad con el pueblo colombiano que padece las consecuencias de esta situación. Hacemos un llamado a la búsqueda de la salida política negociada. 

En concordancia con estos planteamientos recomendamos a los Estados miembros:

1. La mejor política de prevención de la violencia y el delito es la creación de condiciones para una vida digna que ayude a la integración de todas las personas sin discriminaciones.

2. Proponemos establecer, con el apoyo de la sociedad civil, un Observatorio Interamericano que registre de manera homogénea las estadísticas sobre violencia y delito generadas por los países del hemisferio que permita disponer de indicadores y estadísticas confiables y comparables que sirvan a la  definición de políticas la prevención y el tratamiento de la violencia y el  delito. Especial atención merece el desarrollo de programas orientados a la protección de derechos de niños y niñas que favorezcan   intervenciones focalizadas adaptadas a las particularidades locales.

3. Especial atención debe prestarse a los sistemas de justicia penal para actuar con eficacia y evitar los índices de impunidad y corrupción imperantes. Igualmente es indispensable mejorar las condiciones del sistema carcelario, para garantizar condiciones de vida dignas a la población recluida en los establecimientos carcelarios. En todos estos campos las políticas y programas deben trabajarse con un enfoque de género. 

4. Sostenemos que el consumo de drogas es un problema de salud pública y de política social que no debe formar parte de la órbita de la seguridad y de lo penal. En tanto que los delitos vinculados al tráfico drogas deben ser penalizados en proporción a su gravedad. 

5. Frente a cultivos de uso ilícito proponemos adoptar un enfoque integral para el desarrollo alternativo. Reconocer y respetar los usos ancestrales de las plantas, como es el caso de la hoja de coca, sin perjuicio de la penalización del tráfico de cocaína. Alternativas de desarrollo integral deben ser discutidas en espacios como la Conferencia Internacional de Ministros de Relaciones Exteriores y de Jefes de Organismos Nacional Especializados contra el Problema Mundial de las Drogas, a realizarse en la ciudad de Lima, Perú, los días 25 y 26 de junio de 2012. 

6. El secuestro afecta de manera creciente a los países del hemisferio. Se requiere comprometer la cooperación de todos los estados para su prevención y penalización. 

7. Ante las acciones terroristas es necesario aunar los esfuerzos para lograr medidas eficaces de prevención, cooperar en la búsqueda de los responsables y evitar la penetración de grupos terroristas en la región.

Tema: Reducción y gestión del riesgo de desastres

1. Proponemos establecer sistemas de prevención de desastres y la creación de un Centro de Integración Social de las Américas, con sede en cada uno de los países miembros, para propiciar entornos de desarrollo sostenible, con participación de sociedad civil, academia y sector empresarial. Estos  sistemas deben tener como propósito reducir las vulnerabilidades y amenazas brindando especial atención a niños, mujeres y personas en situación de discapacidad y desarrollando políticas orientadas a mejorar la seguridad alimentaria, salud y educación, específicamente en zonas de pobreza.

2. Con relación a la gestión de riesgo proponemos implementar una Red Interamericana de Gestión del Riesgo que brinde especial atención a mujeres, niños y personas en situación de discapacidad, incorpore conocimientos ancestrales, forme a jóvenes en primeros auxilios, capacite a médicos y paramédicos, incluya recursos de voluntariado y establezca un sistema interamericano de alertas tempranas.

3. Respecto de la protección de victimas de desastres, hay que adoptar normas y establecer mecanismos de apoyo inmediato a los damnificados con plena garantía de sus derechos.

4. Finalmente se propone el fortalecimiento de los cuerpos de bomberos brindándoles los respectivos presupuestos.

Tema: Integración de la infraestructura física en las Américas

1. Entendemos por integración el proceso de colaboración y voluntad política de los países, según lo acordado en la Carta Democrática Interamericana, para unir a los pueblos reconociendo los derechos humanos de todos los sujetos de derecho y respetando a la naturaleza.

2. No basta sólo la infraestructura física para lograr un proceso de integración regional, se necesita una integración humana real a través de sus diferentes actores sociales. 

3. Los gobiernos deben garantizar que en las infraestructuras existentes: puertos acuáticos, terrestres, aeropuertos, cruces de frontera, se presten los servicios públicos y privados, sin discriminación, de manera permanente e ininterrumpida (24 horas del día los 365 días del año) para potencializar la integración humana y comercial. Estas infraestructuras deben tener las condiciones de accesibilidad para las personas en situación de discapacidad.

4. Es necesario utilizar mecanismos de seguimiento a los diferentes acuerdos logrados en las Cumbres de las Américas, estos deben unir y convocar a los Jefes de Estado, Ministros del ramo, actores sociales, academia, empresarios y organismos de cooperación regional teniendo en cuenta las normas y jurisprudencia del Sistema Interamericano. 

5. Los gobiernos deben procurar una armonización de las normas existentes tendientes a una integración humana, de comercio y económica real y efectiva garantizando la justicia social. 

6. La articulación de la academia, los gobiernos, el sector productivo y el sector social es necesaria en los procesos de integración.

7. Los gobiernos deben realizar una mayor inversión social en sus países, especialmente en las zonas de integración física o fronteras. 

Tema: Derechos humanos y democracia

1. Los derechos humanos, la democracia y la paz son tres importantes temas de la agenda multilateral de nuestra región que están ausentes de la agenda formal de esta Cumbre y que traemos hoy con el ánimo de que sean incluidos de manera explícita y permanezcan en los debates actuales y futuros.  

2. Y es aquí en Colombia, país que sufre uno de los más largos conflictos armados, donde democracia, paz y derechos humanos cobran un significado particular. Nuestro hemisferio, pese a avances, es todavía inaceptablemente desigual. Desafortunadamente, la aplicación de ciertas políticas de desarrollo limita el goce de los derechos sociales, a la salud, a la educación y al medioambiente. Persisten deudas importantes en materia de derechos humanos y falencias estructurales en nuestras democracias. Esta situación erosiona la prosperidad y tiene consecuencias palpables para millones de ciudadanos y ciudadanas del hemisferio. 

3. La protección de los derechos humanos a nivel nacional tiene fallas significativas y, por ello, no sólo es clave reforzar la capacidad de respuesta a nivel local, impulsar políticas publicas que tutelen derechos fundamentales sino también asegurar que funcione de manera efectiva la protección regional. El Sistema Interamericano de Derechos Humanos, formado por la Comisión y la Corte, es en muchos casos, el único o el último recurso para proteger derechos fundamentales. Los Estados de la región deben comprometerse a proteger la integridad e independencia de estos órganos y evitar asumir posiciones que, a efectos de avanzar intereses políticos inmediatos, afectarían su autonomía y efectividad, como ha ocurrido en relación con el otorgamiento de medidas cautelares que protegen vidas y derechos en riesgo y de algunas iniciativas que han querido limitar el trabajo de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH).

4. La libertad de expresión es un derecho fundamental para la autonomía individual y colectiva, el debate democrático, la transparencia de la gestión pública y la participación política, entre otros. El  acceso a la información pública, reconocido como un derecho, cumple un papel primordial como facilitador del goce de otros derechos y de la gobernabilidad democrática. 

5. Uno de los derechos clave que se fortalece con la información pública es la participación ciudadana. Ella es imprescindible para garantizar los derechos de asociación y reunión. También permite el diálogo a nivel nacional y en los organismos internacionales.

6. En este mismo espíritu, es clave que se implemente de manera efectiva la Carta Democrática Interamericana para dar una respuesta regional a las crisis institucionales y los quiebres y/o amenazas al orden constitucional y al estado de derecho.

7. Los defensores y las defensoras de derechos humanos juegan un rol fundamental en la realización de derechos, la democracia y la paz.

8. En no pocos países de la región las amenazas, violencia sexual y asesinatos continúan siendo medios de inhibición y silenciamiento de su labor.

9. Los Presidentes y Presidentas aquí reunidos deben  promover y garantizar  la vida y la labor de los defensores y defensoras en todos los ámbitos. 

10. En algunos Estados se está criminalizando la protesta social como una estrategia para amedrentar a los líderes sociales y socavar la fortaleza moral de sus bases con un alto riesgo para sus vidas, su integridad física y para la cohesión de las propias organizaciones sociales.

11. Al mismo tiempo, la situación de exclusión social, invisibilidad y grave discriminación que sufren las personas lesbianas, gay, bisexuales, transgéneros, travestis, transexuales, e intersex, las comunidades afrodescendientes, pueblos indígenas, migrantes, roma, personas con discapacidad, refugiados, apátridas, mujeres, niños y niñas, adultos mayores, minorías religiosas hacen inviable  muchos de los compromisos de esta Cumbre. Esta discriminación se manifiesta cotidianamente en asesinatos, violencia,  marginación y estigmatización, a veces implícita, otras explícitamente, como por ejemplo las leyes que criminalizan las relaciones sexuales entre personas del mismo sexo y las identidades y expresiones de género.

12. Una de las deudas más importantes de las Américas es el racismo estructural, que se presenta de manera latente o manifiesta, cimentando privilegios para unos en detrimento de la población discriminada. De ello dan cuenta los y las afrodescendientes y los pueblos indígenas de nuestro hemisferio que reclaman por el restablecimiento de sus derechos individuales y colectivos, por el fin de la xenofobia y por la implementación de acciones positivas que permitan modificar esta situación de desigualdad. 

13. En el caso de los pueblos indígenas, los Estados deben hacer efectivo el derecho a la consulta, y al consentimiento libre, previo e informado.

14. Los Estados deben proveer los recursos y adoptar las medidas necesarias para prevenir y combatir la violencia contra las mujeres y las niñas. Estas medidas deben incluir la lucha contra la trata de personas, la garantía del ejercicio de los derechos sexuales y derechos reproductivos de toda la población, incluido el acceso efectivo a servicios de anticoncepción. 

15. Una de las causas más fuertes de la erosión de los derechos humanos y la democracia es la persistencia de la guerra. En este aspecto queremos reafirmar que el mejor aporte que le pueden ofrecer los mandatarios y mandatarias a Colombia, como país anfitrión de la Cumbre de las Américas, es la activación de mecanismos diplomáticos que permitan al gobierno y las guerrillas explorar caminos no militares que superen el único conflicto armado que hay en el hemisferio.
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